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Panel integrado por su presidente, el Juez González Vargas, la Jueza 
Vicenty Nazario y el Juez Rivera Torres. 
 
 

  Vicenty Nazario, Jueza Ponente 
 
 
 

     RESOLUCIÓN 
 
 

En San Juan Puerto Rico, a 18  de agosto de 2016. 
               

Comparece ante nosotros mediante recurso de Certiorari el Club 

Náutico de Guayama, Inc. (en adelante Club Náutico) y los 

codemandados Iván Rodriguez Narváez, Guillermo Laborde Blondet, 

Luciano Montes Montañez, Humberto Martín Martínez, Yousif Yassim 

Candelario y Ralph Quiles (en conjunto parte peticionaria)  solicitando la 

revisión de una orden emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de Guayama (TPI, foro primario o instancia). En la misma se 

ratifica una orden emitida el 6 de noviembre de 2015 en donde se ordena 

a la Junta de Directores del Club Náutico de Guayama a paralizar los 

procedimientos en relación a la revocación de la expulsión del señor 

Nelson Rodríguez Rivera como socio y el inicio de una acción disciplinaria 

contra éste.  Además se ordena la paralización de toda determinación 

relacionada con los hechos del presente caso.  Por los fundamentos que 

se expondrán a continuación,  se expide el auto  de certiorari y se revoca 

la orden recurrida del 13 de junio de 2016, notificada el 15 de junio 
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siguiente, y como consecuencia de ello se deja sin efecto la orden emitida 

el 6 de noviembre de 2015. 

I. 

    Los hechos e incidentes procesales esenciales y pertinentes, los 

cuales surgen de los autos originales del foro primario, que debemos 

tomar en cuenta para disponer del recurso son los siguientes:  

 El 16 de octubre de 2015, el señor Luis Alberto Domínguez 

Carrasquillo (recurrido, señor Domínguez Carrasquillo) presentó demanda 

de Interdicto Preliminar e Interdicto Permanente  contra el Club Náutico y 

su Junta de Directores.  Es importante resaltar que el Club Náutico es 

una corporación organizada bajo las leyes del Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico según se alega en la demanda. La parte 

peticionaria solicitó que se expidiera un injunction preliminar y 

permanente bajo las Reglas 56 y 57 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. 

V R. 56 y R. 57 para que no  se invalidara el voto de la asamblea 

celebrada el 30 de octubre de 2015 en cuanto a la expulsión del socio 

Nelson Rodriguez Rivera de la Junta de Directores como del Club 

Náutico. 

     A tales efectos se expidieron los correspondientes emplazamientos 

los cuales fueron debidamente diligenciados entre el período de 17 al 22 

de octubre de 2015.1  Posteriormente, el 29 de octubre de 2015, el 

Tribunal expidió Orden de citación sobre Conferencia Preliminar en caso 

de Recurso Extraordinario. En la misma el foro primario señaló vista para 

el 6 de noviembre de 2015. Es pertinente y necesario resaltar el contenido 

de dicha Orden en los siguientes aspectos: 

Emplazar: 

 

Al diligenciar el emplazamiento se entregará también a la parte 

demandada copia de la presente orden. Al certificar y jurar el 

diligenciamiento del emplazamiento se certificará 

conjuntamente la entrega de la presente orden.  

 

                                                 
1
 En los autos consta los emplazamientos diligenciados  el del Club Náutico de Guayama 

por conducto del Comodoro Iván Rodríguez Narváez, de Iván Rodríguez Narváez, Ralph 
Quiles, Félix Ortiz Collazo, Guillermo Laborde Blondet, Yousif Yassim Candelario, 
Humberto Martín Martinez, Luciano Rivera Nieves, Luciano Montes Montañez, Ricardo 
Rovira Blondet. 
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Citar a la Vista: 

 

Si el diligenciamiento del emplazamiento ya hubiese sido 

hecho, esta Orden será notificada por separado a la parte 

demandada, siguiendo el mismo trámite que  exigen las 

Reglas de Procedimiento Civil para el diligenciamiento de un 

emplazamiento, y se certificará dicha notificación de la misma 

forma que se certifica y jura el diligenciamiento de un 

emplazamiento. Véase Reglas 4.4 y 4.7 de Procedimiento Civil.  

 

El acto de citar o diligenciar sobre la persona de la parte 

demandada copia de esta orden deberá hacerse no más 

tarde de 4 de noviembre de 2015 a las 3:00 pm.  (Énfasis 

Suplido) 

 

 Celebrada la vista de injunction preliminar el 6 de noviembre de 

2015, según surge de la minuta, compareció el demandante (recurrido) 

personalmente y representado legalmente. Los codemandados Ricardo 

Rovira Blondet, Félix Ortiz Collazo y Luciano Rivera Nieves, 

comparecieron por derecho propio. La parte peticionaria no compareció. 

No Obstante surge de la minuta que la Lcda. Rovira de Fuster, 

representante legal del recurrido, informó al foro de instancia que dichas 

partes no pudieron ser citadas para la vista. De otra parte, surge de la 

transcripción de la vista sometida por la parte peticionaria lo siguiente: 

 Lcda. Rovira de Fuster: 

P      Este, las citaciones para la vista de hoy, Vuestro Honor, 

tenemos 3 miembros de la Junta que están presentes en 

Sala 

 

Honorable Juez: 

P     Pero, ¿se diligenciaron? Ellos fueron enterados 

Lcda. Rovira de Fuster: 

P      Este, no, pero, ellos vinieron voluntariamente 

Honorable Juez: 

P      Motu proprio 

Lcda. Rovira de Fuster: 

P      Sí. En, el resto de las personas están desaparecidas, no, 

no han podido ser diligenciados. Se trató, pero, también 

teníamos muy corto…., porque usted firmó esa orden el día 

29, se puso en el correo el día 30 y no se recibió en mi 

apartado hasta el día 3, el “deadline” para  citar era el 4.2 

 

De otra parte de la transcripción se indica: 

                                                 
2
 Transcripción de la Vista, Pág. 4, línea 3-22, pág. 39 línea 1-2. 
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Lcda. Rovira de Fuster: 

P  Vuestro Honor, si nos permite hacer una…, lo que pasa 

es que en cuanto a estos, o sea, se están demandando a los 

miembros de la Junta en su calidad personal, porque de la 

carta que enviaron del Club anulando la votación de la 

asamblea, decía que por votación unánime de la Junta.3 

 

Honorable Juez: 

P.    Yo tengo un problema de “due process”. El problema que 

tengo de “due process” es que yo vaya a tomar una 

determinación en una Orden y se impugne a los efectos de 

que sea Orden no es válida ante los miembros que no han 

comparecido aquí, que no fueron debidamente citados 

para la vista. 

Lcda. Rovira de Fuster: 

P    Vuestro Honor lo que…. 

Honorable Juez: 

P    Esa es mi preocupación. 

Lcda. Rovira de Fuster: 

P  lo que pasa es que el estado de derecho entendemos 

nosotros que es el voto de la Asamblea. Y el voto de la 

Asamblea es el que ésta Junta violando el “due process” está 

queriendo invalidar. O sea, yo, o sea… 

Honorable Juez: 

P. Pues, vamos hacer algo. Ante la, ante que yo tengo aquí al 

segundo en mando, entiendo yo, de la Junta, ¿verdad? 

Sr. Ricardo Rovira Blondet: 

R.  Si. 

Honorable Juez: 

P   Que me dicen que es el señor…. 

Sr. Ricardo Rovira Blondet: 

R   Ricardo Rovira  

Honorable Juez: 

P  .....Ricardo Rovira. Yo no tengo problema con emitir una 

Orden de Paralización, convertir el  caso en uno ordinario, 

esperar que se contesten las demandas, según el 

emplazamiento y emitir una Orden Provisional, dirigida al 

señor Rovira como segundo en mando de la Junta a los 

efectos de que se preserve la  determinación de la Asamblea, 

según fue votada hasta que se dé el debido proceso de ley 

en el caso y las partes comparezcan ante sí. 4 

 

                                                 
3
 Transcripción de la Vista, Pág. 10  línea 8-16 

4
 Transcripción de la Vista, Pág. 29  línea 5-22, pág. 30 línea 1-22, pág. 31 línea 1-3  
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 La orden fue emitida el 6 de noviembre de 2016 y notificada 

únicamente el día 9 siguiente, a la Lcda. Rovira y a los tres miembros de 

la junta de directores presentes en la vista. En la misma se ordenaba  a la 

Junta de Directores del Club Náutico de Guayama a mantener la 

determinación de la asamblea ordinaria anual celebrada el 30 de agosto 

de 2015. 

     La parte peticionaria presentó el 9  de noviembre de 2016 un 

escrito titulado Moción para desestimar y el 12 de noviembre de 2016 

presentó una solicitud de Reconsideración. En relación con la  

reconsideración indicó que la Junta de Directores no tiene personalidad 

jurídica ni capacidad jurídica para demandar o ser demandada, es por ello 

que no procede que los tres directores presentes en la vista 

representaran al Club Náutico, que es una corporación y que los 

directores estuvieron presentes ya que fueron demandados en su 

carácter personal. Además, no se le impuso la prestación de fianza a la 

parte recurrida como lo requiere nuestro ordenamiento jurídico.   

 Así el trámite, la parte recurrida presentó Moción en Oposición a 

Representación Legal el 16 de noviembre de 2015, imputándole a la 

representación legal de la parte peticionaria conflicto de intereses en 

representar al Club Náutico y a los miembros de la Junta de Directores de 

manera conjunta. El TPI dispuso por resolución el 2 de diciembre de 2015 

notificada el día 4 siguiente  concederle 20 días a la parte recurrida para 

exponer su posición a la moción de desestimación y reconsideración 

presentada y el mismo término al Lcdo. Rodríguez Rivera para que 

expusiera su posición sobre  su alegado conflicto de interés. 

 La parte recurrida presentó su oposición a la reconsideración el 25 

de noviembre de 2015, el cual fue atendido por el foro primario el  7 de 

diciembre de 2015 y dispuso que cuando se cumpliera con la orden del 2 

de diciembre de 2015, se resolverían los escritos. Los autos originales del 

caso no reflejan movimiento alguno después del 9 de diciembre de 2015, 

cuando el foro de instancia se da por enterado de la presentación por la 
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parte peticionaria de una Moción en replica a Moción Urgente. No es 

hasta el 11 de mayo de 2016, que el TPI emitió una orden donde se 

señalaba una vista sobre el estado de los procedimientos, la cual fue 

transferida por razones de salud de uno de los abogados para el 7 de 

junio de 2016. Surge de los autos una resolución donde indica que previa 

coordinación con los abogados, la vista del 7 de junio fue trasferida para 

el 19 de octubre de 2016. 

 A raíz de un escrito presentado por la parte recurrida titulado 

Solicitud Urgente de Orden de Protección de 8 de junio de 2016, el foro 

primario  emite una segunda orden el 13 de junio de 2016 notificada el día 

15 siguiente en donde se ratificaba de la orden de 6 de noviembre de 

2015 y ordena la paralización de toda determinación relacionada con los 

hechos del presente caso.5 La parte peticionaria presentó el  14 de junio 

de 2016 Oposición a solicitud urgente de Orden de Protección,  el cual el 

TPI dispuso que era académico6 y que cumpliera con la orden del 13 de 

junio de 2016. La parte peticionaria presenta a la atención del foro 

primario una segunda solicitud de reconsideración el 15 de junio de 2016,  

el cual fue denegada por el TPI, el 16 de junio de 2016, reiterándose en la 

paralización de todas las acciones y toma de decisiones sobre las 

controversias pendientes en el caso.  

 Inconforme con la determinación, la parte peticionaria comparece 

ante este Tribunal de Apelaciones mediante recurso de certiorari. En su 

recurso nos plantea dos señalamientos de error, que según la parte 

peticionaria, cometió el Tribunal.  A saber, que erró el Tribunal de Primera 

                                                 
5
 Al ratificarse el foro primario en su orden del 6 de noviembre de 2015, la cual tenía una 

solicitud de reconsideración pendiente, tomaremos dicha determinación como la 
denegatoria a dicha reconsideración, la cual por referirse a  una determinación 
interlocutoria puede ser notificada por el formulario OAT-750. 
6
 Debemos tener presente que la Regla 8.4 de Procedimiento Civil dispone lo siguiente: 

Cualquier parte que se oponga a una moción deberá presentar su oposición 
fundamentada dentro de los veinte (20) días siguientes a ser notificada de la 
moción. La oposición deberá acompañarse de cualquier documento o afidávit necesario 
para su resolución. Si no se presenta una oposición dentro de dicho término de 
veinte (20) días, se entenderá que la moción queda sometida. Toda moción se 
considerará sometida para resolución sin la celebración de vista a menos que el tribunal 
a iniciativa propia o a solicitud de una parte, resuelva a su discreción señalarla para 
vista. Esta regla no será aplicable a aquellas mociones que por disposición de ley y 
estas reglas requieran la celebración de una vista. (énfasis suplido) 32 LPRA Ap. V, 
R.8.4 
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Instancia al intervenir en un  asunto disciplinario interno; como también 

erró, al dictar órdenes nulas. 

    La parte recurrida no compareció, sin embargo con el beneficio de 

los autos originales del  caso estamos en posición de resolver. 

II. 

A. Expedición de Recurso de Certiorari.  

El auto de certiorari es el vehículo procesal extraordinario utilizado 

para que un tribunal de mayor jerarquía pueda corregir un error de 

derecho cometido por un tribunal inferior. Pueblo v. Colón Mendoza, 149 

DPR 630, 637 (1999). El recurso de certiorari es el vehículo procesal 

utilizado para revisar las resoluciones finales en procedimientos de 

jurisdicción voluntaria. Regla 52.1 de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V, R. 52.1 y  Regla 32(c) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 

4 LPRA Ap. XXIIB., R. 52.1  

Distinto al recurso de apelación, el tribunal de superior jerarquía 

tiene la facultad de expedir el auto de certiorari de manera discrecional. 

Sin embargo, nuestra discreción debe ejercerse de manera razonable, 

procurando siempre lograr una solución justiciera. Negrón v. Srio. de 

Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001).  

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra, fue enmendada 

significativamente para limitar la autoridad de este Tribunal para revisar 

las órdenes y resoluciones dictadas por los tribunales de instancia por 

medio del recurso discrecional de certiorari. La referida Regla fue 

establece lo siguiente:  

Todo procedimiento de apelación, 
certiorari, certificación, y cualquier otro 
procedimiento para revisar sentencias y 
resoluciones se tramitará de acuerdo con la Ley 
aplicable, estas reglas y las reglas que adopte el 
Tribunal Supremo de Puerto Rico.  

El recurso de certiorari para revisar 
resoluciones u órdenes interlocutorias dictadas 
por el Tribunal de Primera Instancia, solamente 
será expedido por el Tribunal de Apelaciones 
cuando se recurra de una resolución u orden 
bajo las Reglas 56 y 57 o de la denegatoria de 
una moción de carácter dispositivo. No obstante, 
y por excepción a lo dispuesto anteriormente, el 
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Tribunal de Apelaciones podrá revisar órdenes o 
resoluciones interlocutorias dictadas por el 
Tribunal de Primera Instancia cuando se recurra 
de decisiones sobre la admisibilidad de testigos 
de hechos o peritos esenciales, asuntos relativos 
a privilegios evidenciarios, anotaciones de 
rebeldía, en casos de relaciones de familia, en 
casos que revistan interés público o en cualquier 
otra situación en la cual esperar a la apelación 
constituiría un fracaso irremediable de la justicia. 
Al denegar la expedición de un recurso de 
certiorari en estos casos, el Tribunal de 
Apelaciones no tiene que fundamentar su 
decisión.  

 Cualquier otra resolución u orden 
interlocutoria expedida por el Tribunal de Primera 
Instancia podrá ser revisada en el recurso de 
apelación que se interponga contra la sentencia 
sujeto a lo dispuesto en la Regla 50 de este 
apéndice sobre los errores no perjudiciales. 32 
LPRA Ap. V, R. 52.1. (Énfasis suplido).  

 

Según lo anterior, la Regla 52, supra., limita los asuntos 

interlocutorios que podemos revisar para cumplir con su propósito de 

agilizar la resolución de los pleitos dilucidándose ante los Tribunales de 

Primera Instancia de nuestro País y evitar dilaciones injustificadas durante 

la tramitación de un litigio.   

En virtud de lo anterior, para poder ejercer debidamente nuestra 

facultad revisora sobre un caso, primeramente debemos auscultar si el 

asunto del cual se recurre se encuentra dentro de alguna de las materias 

permitidas bajo la Regla 52.1, supra. De ser así, entonces es necesario 

evaluar si a la luz de los criterios enumerados en la Regla 40 de nuestro 

Reglamento, 4 LPRA Ap. XXII-B, se justifica nuestra intervención, pues 

distinto al recurso de apelación, este Tribunal posee discreción para 

expedir el auto el certiorari.7 Feliberty v. Soc. de Gananciales, 147 DPR 

834, 837 (1999).  No obstante, esta discreción no opera en el vacío y en 

                                                 
7
 La Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII B,  contiene 

los criterios que debemos considerar al momento de atender un recurso para que se 
expida auto de certiorari, a saber:  A.  Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho.  B.  Si la situación 
de hechos planteada es la más indicada para el análisis del problema.  C.  Si ha 
mediado prejuicio, parcialidad, o error craso y manifiesto en la apreciación de la prueba 
por el Tribunal de Primera Instancia.  D.  Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser elevados, o de alegatos 
más elaborados.  E.  Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso es la más 
propicia para su consideración.  F.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una dilación indeseable en la 
solución final del litigio.  G.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia. 
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ausencia de parámetros que encaminen nuestra discreción. IG Builders et 

al. v. BBVAPR, supra; Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, 183 DPR 

580 (2011). Sobre los criterios de evaluación el Tribunal Supremo de 

Puerto Rico ha enunciado que este foro apelativo intermedio debe evaluar 

tanto la corrección de la decisión recurrida  como la etapa del 

procedimiento en que es presentada, con el fin de determinar si dicha 

etapa es la más apropiada o conveniente para intervenir y no ocasionar 

un fraccionamiento indebido o una dilación injustificada del pleito. Torres 

Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 96-97 (2008); Negrón v. Srio. 

de Justicia, 154 DPR 79 (2001). Por tanto se trata de un recurso a ser 

expedido discrecionalmente. Banco Popular de P.R. v. Mun. de Aguadilla, 

144 DPR 651, 658 (1997).   

De otra parte, se ha sostenido como regla general que los foros 

apelativos no debemos intervenir con el ejercicio de discreción de los 

foros de instancia, salvo que quede demostrado que hubo un craso abuso 

de discreción; o que el tribunal actuó con prejuicio o parcialidad; o que se 

equivocó en la interpretación o aplicación de cualquier norma procesal o 

de derecho sustantivo; y que la intervención del foro apelativo en la etapa 

en que se trae el asunto ante su consideración evitaría un perjuicio 

sustancial. García v. Asociación, 165 DPR 311, 322 (2005); Alvarez v. 

Rivera, 165 DPR 1 (2005); Meléndez v. Caribbean Int’l. News, 151 D.PR. 

649,664 (2000); Zorniak v. Cessna, 132 DPR 170, 172 (1992), Lluch v. 

España Services Sta., 117 DPR 745 (1986); Valencia ex Parte, 116 DPR 

909, 913 (1986).  

B. Injunction 

     En nuestro ordenamiento jurídico, la Regla 57 de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V., R. 57, así como los Artículos 675-687 del Código 

de Enjuiciamiento Civil, 32 LPRA secs. 3521-3533, gobiernan el 

mecanismo del injunction.  El Código de Enjuiciamiento Civil, supra, en su 

Artículo 675, define lo que es el remedio de injunction: 

    El injunction es un mandamiento judicial expedido 

por escrito, bajo el sello de un tribunal, por el que se 
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requiere a una persona para que se abstenga de 

hacer, o de permitir que se haga por otras bajo su 

intervención, determinada cosa que infrinja o 

perjudique el derecho de otra. 32 LPRA sec. 3521. 

     De otra parte, el interdicto preliminar, o injunction preliminar, es 

una orden provisional de hacer o de desistir de hacer, mediante la cual se 

mantiene el status quo en lo que se dilucida el pleito o la vista de 

injunction permanente en sus méritos. Next Spet Medical v. Bromedicon 

et al., 190 DPR 474 (2014); VDE Corporation v. F & R Contractors, 180 

DPR 21 (2010); Asoc. Vec. V. Caparra v. Asoc. From. Educ., 173 DPR 

304 (2008); Misión Ind. P.R. v. J.P. y A.A.A., 142 DPR 656 (1997).  Así, 

se busca evitar que no se produzca una situación que torne en académica 

la sentencia que, en su día, pueda dictarse o que se ocasionen daños 

mayores mientras se litiga la reclamación. Misión Ind. P.R. v. J.P. y 

A.A.A., supra.   

 La Regla 57 de Procedimiento Civil, supra, provee tres tipos de 

modalidades distintas del injunction: 1) el entredicho provisional, que 

puede concederse sin la celebración de una vista sujeto a las 

disposiciones de la Regla 57.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V., R. 

57.1; 2) el injunction preliminar, el cual se concede mientras se dilucida el 

asunto en su fondo, y 3) el injunction permanente, el cual constituye la 

determinación final. Next Spet Medical v. Bromedicon et al., supra.   

 La Regla 57.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V., R. 57.2, 

establece el injunction preliminar y reza:   

(a) Notificación. No se expedirá ningún auto de injunction 

preliminar sin notificación previa a la parte adversa.   

(b) Consolidación de la vista con el juicio en sus méritos.   

 Antes o después de comenzada la vista para considerar una 

solicitud de injunction preliminar, el tribunal podrá ordenar que 

el juicio en sus méritos se consolide con dicha vista. Aun 

cuando no se ordene la consolidación, cualquier evidencia que 

sea admitida en la vista sobre la solicitud de injunction 

preliminar y que sea admisible en el juicio en sus méritos, 

pasará a formar parte del récord del caso y no tendrá que 

presentarse nuevamente el día del juicio. El tribunal, al emitir 

su resolución, dictará inmediatamente una orden, 

especificando los hechos que ha determinado como 

probados en dicha etapa y ordenando los procedimientos 

ulteriores que sean justos en el pleito.  (Énfasis suplido) 
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 De lo anterior podemos colegir  que un injunction preliminar no 

puede ser expedido sin que antes se le notifique a la parte adversa y 

tiene que dársele la oportunidad de ser oído (a diferencia del 

entredicho provisional, el cual puede expedirse, mediante solicitud ex 

parte). Asoc. Vec. V. Caparra v. Asoc. From. Educ., supra; E.L.A. v. Asoc. 

de Auditores, 147 DPR 669 (1999). En esa línea, el injunction preliminar 

no se puede expedir sin antes celebrar una vista en la que se le permita a 

las partes presentar prueba en apoyo de sus posturas. Next Spet Medical 

v. Bromedicon et al., supra.  En ese contexto, en el caso de Municipio de 

Ponce v. Gobernador, 136 DPR 776, 784 (1994), se comentó que:   

 El injunction preliminar es el remedio provisional que se emite 

en cualquier momento de un pleito, después de haberse 

celebrado una vista en que las partes han presentado prueba 

en apoyo y en oposición de tal solicitud.   

 

En cuanto a los motivos para expedir un injunction, el Código de 

Enjuiciamiento Civil, supra, en su Artículo 677 dispone: 

Puede concederse un injunction en los siguientes casos: 
 

1) Cuando resultare de la petición que el peticionario 

tiene el derecho al remedio solicitado, y dicho 

remedio, o parte del mismo, consistiere en impedir 

la comisión o continuación del acto denunciado, 

bien por un período de tiempo limitado, o 

perpetuamente. 

 

2) Cuando de la petición o declaración jurada 

resultare que la comisión o continuación de algún 

acto, durante el litigio, habrá de causar pérdidas o 

daños de consideración o irreparables a algunas 

de las partes. 

 

3) Cuando, durante el litigio, resultare que una de las 

partes está cometiendo, o amenaza cometer, o 

que se dispone a cometer, o a procurar o permitir 

que se cometa, algún acto  contrario a los 

derechos de otra de las partes, con respecto al 

asunto en litigio y tendente a hacer que sea 

ineficaz la sentencia. 

 

4) Cuando una compensación pecuniaria no habría 

de proporcionar adecuado remedio.  

[…]. 32 LPRA sec. 3523. 

 



 
 

 
KLCE201601199 
 

 

12 

     Por otro lado, al evaluar la solicitud de interdicto preliminar, en el 

ejercicio de la sana discreción judicial, a la luz de la prueba que se 

presente, el Tribunal analizará y hará un balance de los intereses de las 

partes considerando los siguientes criterios:   

a) La naturaleza del daño a que está expuesta la parte 

peticionaria; 

b) La irreparabilidad del daño o la inexistencia de un 

remedio adecuado en ley; 

c) La probabilidad de que la parte promovente prevalezca; 

d) La probabilidad de que la causa se torne en académica; 

e) El impacto sobre el interés público del remedio que se 

solicita, y 

f) La diligencia y la buena fe con que ha obrado la parte  
peticionaria. Regla 57.3 de  Procedimiento Civil, supra 
 

     Los anteriores criterios, no son absolutos sino que dirigen al 

Tribunal al momento de determinar, discrecionalmente, si la prueba 

presentada justifica la expedición del recurso.  Next Spet Medical v. 

Bromedicon et al., supra.  La Regla 57.4 de Procedimiento Civil, supra, 

requiere que no se dicte ninguna orden de entredicho o de injunction 

preliminar sin la prestación de una fianza por parte del peticionario.  

La cuantía de la fianza será la que el Tribunal estime justa para pagar las 

costas en que se incurran y los daños que sufra cualquier parte 

indebidamente puesta en entredicho o restringida u ordenada a hacer 

algo.   

 El remedio extraordinario de injunction se caracteriza por su 

perentoriedad, por su acción dirigida a evitar un daño inminente o a 

restablecer el régimen de ley conculcado por conducta opresiva, ilegal o 

violenta del transgresor del orden jurídico. Peña v. Federación de Esgrima 

de P.R.; 108 DPR 147 (1978); Ortega Cabrera v. Tribunal Superior, 101 

DPR 612 (1973).   

 De otro lado, la diferencia entre el injunction de la Regla 57 de 

Procedimiento Civil, supra, y el remedio que concede la Regla 56 de 

Procedimiento Civil, supra, se discutió en el caso de Asoc. Vec. V. 

Caparra v. Asoc. From. Educ., 173 DPR 304, 313 (2008).  Aunque ambas 

reglas proveen para que se conceda una orden de hacer o no hacer algo 
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como remedio, no son iguales y su concesión depende del cumplimiento 

de requisitos distintos. Al distinguir ambas reglas, el Tribunal Supremo 

comentó que “[l]a Regla 56 de Procedimiento Civil faculta a los tribunales 

a expedir una orden de hacer o desistir de hacer, como orden provisional 

en aseguramiento de sentencias”. Asoc. Vec. V. Caparra v. Asoc. From. 

Educ., supra.  El Tribunal Supremo se reitera que el remedio de no hacer 

o de hacer que establece la Regla 56 de Procedimiento Civil, supra, es 

uno “en aseguramiento de sentencia que está disponible en todo tipo de 

pleito, sin importar la naturaleza de la obligación de la que se trate”. Asoc. 

Vec. V. Caparra v. Asoc. From. Educ., supra.  Al contrario del recurso 

bajo la Regla 57 de Procedimiento Civil, supra, el cual requiere la 

prestación de fianza, bajo la Regla 56 de Procedimiento Civil, supra, 

siempre que se cumpla alguna de las excepciones de la Regla 56.3 de 

Procedimiento Civil supra8, el recurso se puede conceder sin prestar una 

fianza. Además que a manera de excepción, permite que se expida una 

orden contemplada en la Regla 56 de Procedimiento Civil, supra, de 

modo ex parte, “cuando se acredite mediante declaración jurada, que el 

peticionario sufrirá daños o pérdidas irreparables si se notifica y celebra 

una vista”. Asoc. Vec. V. Caparra v. Asoc. From. Educ., supra.  

                                                 
8
 La Regla 56.3 de Procedimiento Civil, supra, reza:  Un remedio provisional sin la 

prestación de fianza podrá concederse en cualquiera de los casos siguientes:  (a) si 
aparece de documentos públicos o privados, según definidos por ley y firmados ante una 
persona autorizada para administrar juramento, que la obligación es legalmente exigible, 
o  (b) cuando sea una parte litigante insolvente que esté expresamente exceptuada por 
ley para el pago de aranceles y derechos de presentación, y a juicio del tribunal la 
demanda aduce hechos suficientes para establecer una causa de acción cuya 
probabilidad de triunfo sea evidente o pueda demostrarse, y haya motivos fundados para 
temer, previa vista al efecto, que de no obtenerse inmediatamente dicho remedio 
provisional la sentencia que pueda obtenerse resultaría académica porque no habría 
bienes sobre los cuales ejecutarla, o  (c) si se gestiona el remedio después de la 
sentencia.   
En caso de que el tribunal conceda el remedio provisional sin la prestación de fianza 
conforme lo dispuesto en esta regla, podrá excluir en su orden determinados bienes.  En 
todos los casos en que se exija una fianza bajo esta regla, el tribunal exigirá la 
prestación de una fianza suficiente para responder por todos los daños y perjuicios que 
se causen como consecuencia del aseguramiento. Una parte demandada o querellada 
podrá, sin embargo, retener la posesión de bienes muebles embargados por una parte 
demandante o reclamante prestando una fianza por la suma que el tribunal estime 
suficiente para responder por el valor de dicha propiedad. El afianzamiento por la parte 
demandada de la suma embargada dejará sin efecto el embargo.  En toda fianza bajo 
esta regla el fiador o fiadora se somete a la jurisdicción del tribunal y designa 
irrevocablemente al Secretario o Secretaria del tribunal como su agente para recibir 
cualquier notificación, emplazamiento o escrito relacionado con su responsabilidad como 
tal fiador(a). Mediante moción podrá hacerse efectiva la responsabilidad del fiador o 
fiadora, sin que sea necesario instar un pleito independiente. La moción y cualquier 
notificación de la misma que el tribunal ordene podrán entregarse al Secretario o 
Secretaria del tribunal, quien remitirá inmediatamente por correo copias al fiador o 
fiadora, si conoce su dirección.   
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 Por último, como Tribunal de Apelaciones, no revocaremos la 

determinación discrecional de conceder o no el Injunction preliminar o 

permanente a menos que se demuestre que el Foro revisado o apelado 

abusó de su facultad discrecional. Next Spet Medical v. Bromedicon et al., 

supra; VDE Corporation v. F & R Contractors, supra; E.L.A. v. Asoc. de 

Auditores, supra.   

C. El Debido Proceso de Ley 

El debido proceso de ley es el derecho de toda persona a tener un 

proceso justo y con todas las debidas garantías que ofrece la ley, tanto en 

el ámbito judicial como el administrativo. Este principio esencial de 

nuestro sistema democrático está recogido en la Sección 7 del Artículo II 

de la Constitución de PR y en la Quinta y Decimocuarta Enmiendas de la 

Constitución de Estados Unidos, que garantiza que los ciudadanos no 

perderán su libertad o su propiedad sin la oportunidad básica de ser oído. 

El debido proceso de ley en su vertiente procesal requiere que de verse 

afectado algún derecho de propiedad o libertad de un ciudadano, este 

tendrá acceso a un proceso que se adherirá a los principios de justicia e 

imparcialidad. Autoridad Puertos v. HEO, 186 DPR 417(2012).  

Las exigencias del debido proceso de ley son: (1) notificación 

adecuada del proceso, (2) proceso ante un juez imparcial, (3) 

oportunidad de ser oído, (4) derecho a contrainterrogar testigos y 

examinar evidencia presentada en su contra; (5) tener asistencia de 

abogado, y (6) que la decisión se base en el récord. La privación de la 

libertad o propiedad sin notificación y oportunidad de ser oído se ha 

considerado siempre ajeno al debido proceso y en ocasiones es fuente de 

responsabilidad civil. Rivera Rodríguez & Co. v. Lee Stowell, etc., 133 

DPR 881(1993). 

Por exigencia del debido proceso de ley, en todo procedimiento 

adversativo es esencial la notificación adecuada de todos los 

incidentes procesales relevantes al proceso. Hernández v. Secretario, 

164 DPR 390, 396 (2005); Rivera Rodríguez & Co. v. Lee Stowell, etc., 
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133 DPR 881(1993). La privación a una persona de la libertad, propiedad 

o de un derecho sin notificación u oportunidad de ser escuchado y de 

defenderse, se considera contraria al debido proceso.   

III. 

     A base de los criterios esbozados en la Regla 52.1 de las de 

Procedimiento Civil, supra, y la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, supra, y en el ejercicio de nuestra discreción, expedimos el 

auto de certiorari solicitado y se revoca la orden recurrida. 

 La parte peticionaria nos plantea dos señalamientos de error. 

Primeramente señala que erró el Tribunal de Instancia al intervenir en un  

asunto disciplinario interno y segundo al dictar órdenes nulas.   Luego de 

un amplio examen de los autos y la lectura de la trascripción sometida en 

el recurso, notamos que la controversia de autos tiene su génesis en la 

falta de citación a la parte peticionaria para la vista celebrada el 6 de 

noviembre de 2015. Es por ello que solo atenderemos el segundo error 

planteado. 

 Es significativo resaltar que la vista celebrada el 6 de noviembre no 

cumplió de forma alguna con los requerimientos de la Regla 57.2 de la 

Reglas de Procedimiento Civil supra, sobre la expedición de un injunction 

preliminar, según solicitado por la parte recurrida. No hubo presentación 

alguna de evidencia y solo existió alguna sencilla argumentación sobre la 

falta de diligenciar la citación a los miembros ausentes y al Club Náutico. 

Aun cuando podemos concluir que la orden emitida pudiera obligar a los 

tres miembros presentes en la vista, quienes fueron notificados 

telefónicamente de la misma, ello no obliga ni al Club Náutico ni a los 

miembros ausentes de la junta de directores. Esto todo cuando la 

representación legal del recurrido indicó en la vista que dichos directores  

estaban presentes, porque fueron demandados en su calidad personal. 

Es decir, no estaban representando al Club Náutico,  que es una 

corporación con personalidad jurídica separada a los miembros de la 

Junta de Directores. 
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 Surge de la trascripción que el distinguido magistrado que presidió 

la vista señaló correctamente su preocupación de que la orden que 

pudiera dictar no fuera válida ante los miembros que no habían 

comparecido, por no ser debidamente citados para la vista. Tiene razón. 

Al emitir una orden dirigida al Club Náutico sin estar debidamente citado a 

la vista violentó el debido proceso de ley de dicha parte. Es por ello, que 

se revoca la orden emitida el 13 de junio de 2016, la cual ratificó la 

orden del 6 de noviembre de 2015. Se ordena al foro primario que 

proceda a emitir nuevas citaciones a todas las partes demandadas para la 

celebración de una vista de injunction preliminar a tenor con la Regla 57 

de Procedimiento Civil. Se deja sin efecto lo actuado por el TPI en la 

vista celebrada el 6 de noviembre de 2015.  

 Siendo ello así, no es necesario examinar el primer error. Ello le 

corresponderá determinarlo al foro primario en el cauce de los 

procedimientos. 

IV. 

         Por los fundamentos antes expuestos, se revoca la orden 

recurrida.  

Así lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

                                            Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
                                                   Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
 
 


